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REPÚBLICA ARGENTINA

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

(PROVISIONAL)
CÁMARA DE SENADORES DE LA NACIÓN
26° Reunión - 24° Sesión ordinaria - 1° de noviembre de 2006
Presidencia del vicepresidente de la Nación, licenciado Daniel Osvaldo Scioli,
del señor presidente provisional del H. Senado, doctor José Juan Bautista Pampuro y
del señor vicepresidente del H. Senado, doctor Marcelo Eduardo López Arias
Secretarios: señor Juan Héctor Estrada y señor Carlos Alberto Machiaroli
Prosecretarios: señor Juan J. Canals, señor Néstor H. Righetti y
señor Ricardo Nicanor Gutiérrez

· En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a las 16 y 59 del miércoles 1 ° de noviembre de 2006:

Sr. Presidente. — Queda abierta la sesión.

Izamiento de la bandera nacional

Sr. Presidente. — Invito al señor senador Mario Domingo Daniele a izar la bandera nacional en el mástil del recinto.

· Puestos de pie los presentes, el señor senador Daniele procede a izar la bandera en el mástil del recinto. (Aplausos.)

S. 3940/06: Deudores hipotecarios

Sr. Presidente. — A continuación, vamos a tratar en conjunto los proyectos sobre tablas que por Secretaría se enunciarán.

Sr. Secretario (Estrada). — Voy a leer los números de expediente: 3.501/06; 3.788/06, 3.344/06 y 3482/06; 3813/06; 2569/06; 1848/06; 3745/06; 3743/06; 3476/06; ...

Sr. Fernández. — Pido la palabra.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador Fernández.

Sr. Fernández. — Señor presidente: las autoridades de los bloques han acordado tratar hoy el tema de los deudores hipotecarios, por lo que sugiero que se someta a consideración el tratamiento sobre tablas de ese proyecto, a efectos de que tenga sanción en el Senado en esta sesión, para remitirlo inmediatamente a la Cámara de Diputados.

Sr. Presidente. — Primeramente, se va a llamar para formar quórum.

· Así se hace.

Sr. Secretario (Estrada). — Se trata del dictamen de las comisiones de Legislación General y de Presupuesto y Hacienda referido al expediente S. 3940/06 sobre interpretación de las leyes 25561, 25798 y 26084, estableciendo un procedimiento especial en protección de los deudores hipotecarios. Sr. Presidente. — Hay quórum.

Se va a votar si se trata sobre tablas.

— Se practica la votación.

Sr. Presidente. — Se aprueba.

En consideración en general.

Tiene la palabra el señor senador Fernández, miembro informante.

Sr. Fernández. — Señor presidente: podemos decir que hemos transitado un largo camino para llegar a esta nueva oportunidad normativa, por la que pretendemos poner un punto final en la discusión que se ha generado respecto de las leyes que se dictaron como consecuencia de la emergencia pública en materia, social, económica, administrativa, financiera y cambiaria que tuvo lugar en la República Argentina y que fue normada por la Ley 25561, sus modificatorias, complementarias y, después, la ley 25798, que pretendió brindar una adecuada protección de la propiedad privada destinada a vivienda única.

Debemos decir también que con posterioridad a la sanción de la Ley 25798 hemos sancionado prórrogas y en este recinto se han efectuado encendidas defensas discursivas respecto de cuál era la finalidad de las normas sancionadas, cuál era el bien jurídico protegido y cómo debían haber sido interpretadas estas normas a la luz de los distintos pronunciamientos judiciales.

También es cierto que transitamos por distintas etapas y en algunas se pretendía satisfacer la demanda de los acreedores a través de requerir al Estado un esfuerzo adicional.

Abandonada esa posición, tratamos de establecer normas que fueran interpretadas correctamente por la Justicia. Y en las distintas reuniones de comisión hubo diversos planteos para que esta ley interpretativa y aclaratoria abarcara otros aspectos que los que originariamente había abarcado.

Dijimos antes y decimos ahora que todos sabemos que este gobierno no fue el responsable de las medidas económicas ni financieras que se llevaron adelante en el país y que obligaron a la posterior declaración de emergencia. Todos también sabemos que no fue este gobierno el que generó las políticas que impusieron pérdidas de las fuentes de trabajo y empleo y empobrecimiento de la sociedad en su conjunto. Pero debemos coincidir en que este gobierno, esta Cámara de Senadores juntamente con la Cámara de Diputados, emprendimos resolver las consecuencias que esta crisis generó, lo cual significó brindar una adecuada protección a los sectores más débiles.

— Ocupa la Presidencia el señor presidente provisional del H. Senado de la Nación, senador José J. B. Pampuro.

Sr. Fernández. — No estamos frente a un problema normativo. Estamos frente a un problema interpretativo, y esto es así porque cuando nosotros sancionamos la ley de emergencia pública, allá por los años 2001 ó 2002, lo hicimos para todos los contratos, para las prendas e hipotecas constituidas sobre viviendas únicas de ocupación permanente o no, para las hipotecas constituidas para la adquisición de vivienda única, pero también para las que tenían otro destino. También legislamos con esas normas plazos fijos, saldos deudores de tarjetas de crédito.

Esta relación hizo que a partir de distintas interpretaciones judiciales nosotros entendiéramos que los jueces estaban tratando con igualdad de criterio situaciones que el legislador —que nosotros— habíamos procurado tratar en forma distinta, atendiendo que lo que se encontraba en juego eran cosas distintas. No eran idénticas las garantías constitucionales en juego, no lo era la calidad de los deudores y, obviamente, no podían ser ni siquiera parecidos los abordajes legislativos. La Corte ha dicho, y la pacífica doctrina coincide, que la igualdad solamente es aplicable entre los iguales.

Después de mucho andar, debo destacar que hubo un fuerte compromiso del Senado en su conjunto. En el proyecto que lleva la firma de muchos senadores, y que está identificado como un proyecto del senador Fernández, Capitanich y otros, hemos reconocido en las distintas reuniones de comisión que hemos tenido a la vista todos los esfuerzos legislativos de todos los senadores y aun aportes de los diputados.

En este sentido, sería innoble no reconocer el fuerte trabajo que en este proyecto hicieron no sólo los senadores, sino particularmente dos diputados nacionales: Cigogna y Patricia Vaca Narvaja, que en sintonía y en colaboración con el Banco Nación, con el Ministerio de Economía y con la gente del Fondo Fiduciario, buscamos una redacción que pusiera un punto final a un problema que venimos pretendiendo resolver, sin lograr que los jueces interpreten que la protección normativa que sancionamos en la 25798 había nacido como consecuencia de la Ley de Emergencia Pública y que, efectivamente, quería un trato especial para estos deudores elegibles.

En esa inteligencia, propusimos al dictamen de ambas comisiones un proyecto que tiene nada más que dieciocho artículos. En el artículo 1º, se define con precisión quiénes son los sujetos comprendidos en esta ley, a los cuales les dimos las siguientes condiciones objetivas: que hayan garantizado con derecho real la hipoteca; que el deudor sea una persona física o sucesión indivisa; que el destino del mutuo haya sido la adquisición, mejora, construcción o ampliación de la vivienda o la cancelación de mutuos; que dicha vivienda sea única y familiar, y que la parte deudora deberá haber incurrido en mora entre el 1º de enero de 2001 y el 11 de septiembre de 2003. Además, que el origen del mutuo no supere los 100 mil pesos, 100 mil dólares anteriores.

Estos sujetos son comprendidos por esta ley, que tiene los efectos interpretativos y aclaratorios de las normas sancionadas. Esto es, de la 25561, de las dictadas en su consecuencia, y de la 25798 y las posteriores.

Decimos que es interpretativa y aclaratoria, porque efectivamente es la única manera mediante la cual vamos a poder resolver cuestiones en las que pretendimos ser claros y, aparentemente, la Justicia entiende que no tanto.

Para definir este marco y cómo se resuelve esta problemática, instrumentamos un procedimiento especial, que dice que el juez, de oficio o a pedido de parte, deberá intimar al acreedor para que en plazo de diez días presente la liquidación en el expediente. Vencido ese plazo se da por decaído el derecho de la liquidación —o de la no liquidación—, se le corre traslado al deudor, que tiene la misma obligación de presentar ante el expediente una liquidación de su deuda. Presentada en este caso la liquidación del acreedor, se le corre traslado y se le permite al deudor que la objete; y si no la presenta el acreedor la puede presentar el deudor.

Frente al incumplimiento del acreedor y del deudor —que era lo que concretamente los deudores hipotecarios nos planteaban—, el juez deberá determinar la deuda, para lo cual debe recurrir a las pautas del artículo 6° de este mismo cuerpo normativo.

Establecemos una audiencia de conciliación por la que el acreedor y el deudor deben llegar a un entendimiento, un avenimiento. Este período de conciliación lo fijamos en el plazo de 30 días, prorrogable a pedido del deudor, a los efectos de que podamos dar al juez la posibilidad de armonizar la posición de las partes. Si esta audiencia de conciliación fracasa, transcurrido el plazo establecido le decimos al juez —y creo que acá está uno de los hallazgos de esta norma— cómo se liquida esta deuda.

Uno de los elementos que teníamos que considerar es que en los procesos de liquidación, por el tema del trámite abreviado, los jueces no entraban al fondo de la cuestión. Estamos frente a un juez espectador que analizaba la pretensión, los elementos firmados y, a partir de ahí, resolvía. En el artículo 6°, el juez debe determinar las sumas adeudadas, pero sobre la base de los principios constitucionales vigentes. Esto es, tener en cuenta el acceso a la vivienda digna, la protección integral de la familia, las normas de emergencia pública y aquellas de alcance general que versen sobre la imprevisión, el enriquecimiento indebido, el desequilibrio de las prestaciones, la usura, el anatocismo, los límites impuestos por la moral y las buenas costumbres, el orden público y la  lesión. Evaluará y considerará sobre la base de todos estos argumentos constitucionales no sólo la protección del crédito, sino los siguientes aspectos: los intereses y las penalidades de cualquier naturaleza que se hubieran aplicado; por ejemplo, tasas de riesgo. Deberá analizar las cláusulas de caducidad firmadas entre las partes; los sistemas de capitalización que se pactaron; si fueron usurarios; los pagos; los pagos a cuenta; todo tipo de modalidad sobre algún efecto cancelatorio que haya pretendido hacer el deudor; y toda otra circunstancia que resultare relevante.

Decimos más: que esta liquidación —en función de la conversión a pesos y del reajuste equitativo establecido por el artículo 11 de la 25561, la actualización del coeficiente de variación salarial y la determinación de la deuda por el juez— no podrá exceder el cálculo que surja de la conversión de un dólar estadounidense o su equivalente en otra moneda extranjera.

Ponemos un límite a la actualización de capital: más el 30 por ciento de diferencia entre la cotización del dólar libre y la cotización de mercado. Es decir, este cúmulo es el límite hasta donde se puede actualizar capital. A continuación, decimos que a las sumas resultantes deberá adicionársele un interés cuya tasa no podrá superar el 2,5 anual en todo concepto.

Queda prohibida la capitalización de intereses y decimos que en ningún caso podrá aplicarse el coeficiente de estabilización de referencia —CER— ni ningún otro mecanismo de actualización.

El artículo 6° no sólo rompe con la idea del juez espectador sino que, abrazado a todos los elementos conjugados a la hora de la defensa de los intereses de los acreedores, pone límite y una cuota de racionalidad y lógica, en apego a lo que dijimos a la hora de sancionar la ley de emergencia pública y en apego a nuestra normativa —la 25798—, que salió en protección de estos deudores.

Sobre el pago, establecemos dos modalidades y sobre esto, hay correcciones. Porque entendíamos que, en su momento, había dos posibilidades: el que había recurrido al Fondo, que debía cumplir con una serie de requisitos —por ejemplo, subrogaciones, escrituras, constitución de nuevas hipotecas— y el que no había recurrido al Fondo, al que no le podíamos dar una prerrogativa adicional a la que prevén las legislaciones de fondo y de forma sobre el particular.

En ese sentido, hay algunas observaciones que entendemos atendibles y que van a ser informadas por el senador Capitanich. Además, decimos que es inaplicable el Titulo V de la Ley 24441 en el artículo 8° del proyecto. Es decir, no son aplicables a este supuesto. Eso significa que no se puede recurrir al sistema de desalojo privado.

Decimos también que se suspenden las ejecuciones. Eso significa que, a los fines del cumplimiento de este procedimiento especial que se establece, se suspenden a partir de su entrada en vigencia todo tipo de trámite de ejecución de sentencia judicial, subasta judicial o extrajudicial, desalojo en cualquiera de las modalidades, aprobados o en trámite de aprobación. La suspensión será procedente siempre y cuando no se hubiere perfeccionado la venta, entendiéndose por tal que se hubiere aprobado el remate, pagado el precio y realizado la tradición del bien. Ese es el único supuesto por el cual no se suspende el trámite.

En todos los demás supuestos, el trámite se suspende. Sin embargo, para que no queden dudas, en el artículo 10, establecemos la nulidad absoluta de todo tipo de acto que no haya respetado este procedimiento especial como paso previo.

En el artículo 11, terminamos con un debate. Es decir, legitimamos procesalmente al Banco Nación, que tendrá legitimidad procesal, a todos los fines previstos en la Ley 25798, en su carácter de administrador del Fondo Fiduciario y, además, como garante de los intereses inherentes a su creación.

En el artículo 12, aparece otra cuestión que en su momento arrojó algún tipo de dudas. Porque decimos que no será de aplicación el artículo 19 de la Ley 25798 a las deudas establecidas en el artículo 1º. En aquella norma que hoy derogamos, le prohibíamos al acreedor que efectuara aportes adicionales a los reconocidos por esta ley. Con muy buen tino, hay acreedores que no sólo no recurrieron al Fondo, sino que además entienden que su situación no puede estar encepada en una norma como esta.

En el supuesto de que no se acuerde en la audiencia de conciliación con el acreedor, quieren poner límite a esta tortura y quieren hacer un aporte adicional por afuera del acuerdo, que no es atribuible a otra cosa que a una voluntad expresa del acreedor de, por encima de la protección normativa, resolver su situación. Eso no está prohibido. No tiene nada que ver con el Fondo ni con la defensa del deudor, porque para el que quiera llegar hasta las últimas consecuencias, este proyecto de ley establece los mecanismos de liquidación en el artículo 6° para que el deudor tenga la herramienta para defenderse. Si algún deudor en particular quiere hacer una cosa distinta, no se lo prohibimos .

Finalmente, hablamos de los efectos de orden público y hacemos una específica referencia al artículo 3º del Código Civil: nos permite hablar de una norma interpretativa aclaratoria con efecto retroactivo en los términos y alcances del artículo 3º del Código Civil. Por eso hacemos una especial referencia.

También, debo admitir que estaba discutiéndose el tema de las costas. En el borrador original, de la mano de un precedente vinculado con la solidaridad previsional, habíamos establecido que las costas no podían superar el mínimo, independientemente de la cantidad de instancias que se hubiere procurado durante el proceso.

La verdad es que me encantaba esa cláusula, pero hubo quienes nos dijeron, también con algún grado de seriedad, que incorporar esta cláusula o artículo en este proyecto de ley era no sólo vulnerar el aspecto aclaratorio e interpretativo que le pretendíamos dar, sino además avanzar sobre derechos acordados, que eran los derechos que tenían, en este supuesto, los abogados de los deudores o de los acreedores. Y que, además, por esta vía no iba a faltar quien planteara la inconstitucionalidad de la norma en sí. Ese fue el motivo por el cual —admitiendo que esta era una sugerencia seria— entendimos que no abordábamos el tema de las costas.

Respecto de nuestra posibilidad de emitir normas interpretativas o aclaratorias, debo decir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que asiste al Congreso de la Nación la facultad de dictar leyes aclaratorias e interpretativas de otras anteriores y, fundamentalmente, frente a la existencia de interpretaciones judiciales contradictorias.

Cabe destacar que existen varios fallos —no los voy a aburrir con su lectura— con relación a estos temas que han merecido profusa discusión durante más de cuarenta y cinco días en una subcomisión y durante más de tres sesiones en los plenarios de comisión. En efecto, me parece que hemos dado un salto importante, porque brindamos certeza a los deudores de que esta norma interpreta y aclara absolutamente todas las dictadas hasta la fecha.

En cuanto a aquellas cuestiones que quedaron pendientes, hemos asumido públicamente el compromiso de abordarlas en las próximas oportunidades. En ese sentido, primero lo primero, porque esta es una cuestión que viene siendo debatida hace más de dos años, con encendidos discursos de cómo debían actuar los jueces y cómo debían interpretar nuestras normas. Por eso las estamos aclarando, para que no existan más dudas interpretativas en cuanto a nuestras iniciativas. Efectivamente, me parece que en esto no sólo dimos un salto importante, sino que, además, de la mano de los consensos y de los esfuerzos, hemos logrado una pieza normativa que encierra una muy buena intención: la de empezar a transitar seria y lógicamente y sin demagogia por la solución definitiva de conflictos que se han generado hace mucho tiempo y que se relacionan con causas que en absoluto tienen nada que imputarle a este gobierno ni quizá a este Senado. Sin embargo, estamos en el camino correcto para resolverlas.

Con estas palabras, cierro la parte pertinente a la presidencia de la Comisión de Legislación General.

Repito: con los argumentos que seguramente explicitarán los senadores Capitanich y Martínez, habremos dado un salto importante en favor de quienes hace mucho tiempo habitan en la puerta de este Senado, pretendiendo que sancionemos normas que después tengan acogida en la Justicia, a fin de que sus viviendas dejen de estar de una vez por todas en esta suerte de indefinición como consecuencia de la falta de precisión que, tal vez, tuvimos cuando sancionamos aquella norma de emergencia, cuando estaba todo en crisis, no sólo la vivienda única de ocupación permanente, sino también el sistema, el país y hasta las mismísimas reglas de juego de todo el universo cambiario y financiero de la República Argentina.

Sr. Presidente (Pampuro). — Tiene la palabra el señor senador Martínez.

Sr. Martínez.— Señor presidente: sin duda, el miembro informante ha sido muy claro en la descripción de cómo se fue avanzando para llegar a determinados consensos.

Cuando lo escuchaba, recordaba el tema que tratamos anteriormente, en el que decíamos que la lucha y la organización de las mujeres habían logrado, después de mucho tiempo y de mucho esfuerzo, concretar un anhelo importante que, en definitiva, es construir ciudadanía.

Eso es lo que quiero que ocurra. Ojalá que podamos aprobar esta iniciativa con los acuerdos que hemos logrado no solamente en el debate, sino también con la amplitud que ha generado la gente de la comisión para incorporar algunas pequeñas modificaciones que me parece que tornan mucho más rica a esta norma.

Por otra parte, quiero expresar mi reconocimiento a todas las organizaciones de deudores hipotecarios —diría “perjudicatarios”— que han venido luchando en forma tenaz desde hace mucho tiempo por la resolución de este conflicto. Espero que comencemos a darles respuesta.

Además, de la misma manera, adherimos firmemente a lo que se propuso en la comisión —y que volvió a ratificar el senador Fernández—, en el sentido de continuar trabajando para aquellos que quedan por fuera de la proyección de esta iniciativa que hoy estamos intentando aprobar.

Como bien dijo el señor senador Fernández, existe una larga historia. El país vivió una crisis sumamente importante. En ese momento, quizás por las urgencias, se atendió primordialmente a otros sectores. Por eso, creo que esta deuda interna que todavía tenemos, en buena hora la estamos encarando, para darle una respuesta.

Con respecto al camino recorrido frente a la emergencia, se pergeñó la 25798 para poder contener la situación, especialmente con la mira puesta en aquellos deudores que dependían de un acreedor privado o de una escribanía, puesto que ellos tenían muchos más peligros de que la usura y el anatocismo avanzaran en su perjuicio.

Sin embargo, observamos que, lamentablemente, esa herramienta no tuvo en su momento la utilidad necesaria.

Cuando se generó la iniciativa, pensamos en analizar cómo se generaba el fideicomiso. Recuerdo, porque me tocó siendo diputado votarla, cómo se iba a nutrir ese fideicomiso para poder brindar respuestas a la gente. Recuerdo que el Fondo de Salvataje de Empresas se había destinado, en una primera instancia, con 450 millones de pesos en aquel momento. También fue una lucha muy importante y de largo tiempo lograr que el Ministerio de Economía efectuara las transferencias necesarias. Igualmente, alguna trampita efectuaron, porque parte de esos fondos fueron transformados en LEBAC, algo que no constituía nuestra idea cuando aprobamos la iniciativa.

Por otra parte, creo que es muy importante el mecanismo de conciliación que se establece en este proyecto, no solamente por el sistema en sí, sino porque en caso de que la conciliación fracasara por cualquier motivo, el juez estará absolutamente autorizado y obligado a efectuar la determinación de la deuda. Esa determinación fue uno de los ejes fundamentales en cada uno de los debates que tuvimos y que vamos a seguir teniendo, sin duda, con los deudores del sistema financiero y con todo lo atinente a la preconvertibilidad.

Muchas veces hemos visto la injusticia en la que se encontraban los deudores, en algunos casos, con tasas realmente usurarias, con compromisos que a veces iban incluso mucho más allá. Y no solamente caían en el tema de la Justicia, sino que se les aplicaba la Ley 24441 y el desalojo, lo cual generó realmente un clima de malestar que esperamos hoy comenzar a resolver.

Una vez que determinamos cómo se debe establecer la deuda, como bien manifestó el señor senador Fernández, tomando en cuenta muchísimas de las cosas que hemos defendido —el derecho a la vivienda, la imposibilidad de que exista usura, etcétera—, observamos que el mecanismo implementado pone de alguna manera en blanco sobre negro la eterna disyuntiva que existía cuando la Justicia determinaba el esfuerzo compartido, algo que nosotros habíamos votado cuando sancionamos la ley de emergencia para salir de la situación.

Pero en este caso, todo queda determinado con mucha claridad. O sea, se establece que un dólar es un peso y que va a haber 30 por ciento entre lo que es dicho monto y la cotización libre del dólar. Además, se establece también algo muy importante: que la tasa de interés será fija y de 2,5 por ciento, desde el momento de la mora hasta el pago. Todavía queremos ver si se puede luego avanzar —no en esta sesión, por supuesto— para que el fondo fiduciario, una vez que establezca los mecanismos, también fije tasas razonables para que exista la devolución por parte del deudor y podamos dar una mano vía reglamentaria, a fin de avanzar en esta cuestión.

Realmente, nos parece muy importante la claridad de establecer que eso es, por todo concepto, lo que se puede cobrar al deudor hipotecario.

A su vez, la norma establece con mucha claridad la inaplicabilidad del CER y que no se van a aceptar capitalizaciones de intereses. Estos puntos son sumamente importantes; constituyen elementos fundamentales en la lucha que tuvieron los deudores.

Con relación al artículo 7°, que es uno de los temas en los cuales se estuvo trabajando, con mucha alegría debo manifestar y expresar lo que era la voluntad —creo yo— de todos aquellos que participamos de la cuestión; concretamente, que el Fondo Fiduciario, a petición del deudor, pudiera pagar parte o la totalidad de la liquidación firme de la deuda.

¿Cuál es la tranquilidad que les estamos dando? Una vez que se toma la decisión, y que el juez tiene la liquidación firme de la deuda, hay plazos muy cortos para que el deudor se haga cargo y pueda tomar el monto necesario para quedar liberado del acreedor que hoy tiene, y tener así un solo acreedor que sea el fondo fiduciario, es decir, el Banco de la Nación Argentina.

Con esto quedamos satisfechos y por eso también es cierto que nosotros dimos los dos tercios para el tratamiento de esta ley porque nos parecía que era una de las cosas fundamentales que debíamos hacer: garantizar a quien ha tenido el inconveniente de dejar de pagar por distintas circunstancias y que está haciendo un esfuerzo en forma constante, que el fondo fiduciario se siga nutriendo y que no tenga que salir a buscar la diferencia que pudiera existir entre lo que el fondo pudiera otorgarle y lo que tendría que estar pagando.

Me parece correcto que se deje en libertad a aquel deudor que quiera hacer un aporte extra por algún motivo y que tenga la posibilidad de hacerlo. Pero me parece sumamente importante, especialmente para los deudores, sancionar una ley donde les demos la garantía de que a partir de este momento van a tener un solo acreedor, y que ese acreedor va a ser el fondo fiduciario.

Con respecto a lo que son los distintos artículos sobre suspensión de las ejecuciones, estamos absolutamente de acuerdo al respecto y entendemos también cuáles son las cuestiones de los límites a los cuales se puede llegar a partir de la aplicación del artículo 3° del Código Civil, en función de tratarse de una norma interpretativa.

Considero también que, con posterioridad, tendremos que hacer el esfuerzo para que los amigos abogados se allanen a poder cobrar lo mínimo indispensable, para que también desde esa profesión nos den una mano; pero esta es una cuestión posterior, sin duda alguna.

El tema de la nulidad también me pareció muy importante porque con esto garantizamos que todos los procesos que no han llegado al remate, el pago y la transferencia de dominio, tengan la posibilidad de reverse y, de alguna manera, evitar que a mucha gente le sea ejecutada su vivienda única y personal.

Sostengo —como decía el senador Fernández— que ha sido un largo camino. Vuelvo a la imagen del tiempo que nos ha llevado poder llegar a un consenso para avanzar en la solución, por lo menos de un universo de casos, aunque no el más grande.

Quienes representamos a las provincias sabemos que realmente más del 90 por ciento de los deudores tienen que ver con el sistema financiero, no con el mecanismo de las entidades privadas. En consecuencia, nos parece que esto ha sido un gran avance. Este es un paso más hacia el compromiso de trabajar para el conjunto, buscando soluciones en esta cuestión.

Diría que hay que tomar como base el trabajo que hizo la senadora Escudero, que nos va a aliviar mucho el camino porque no solamente está hecho con mucho criterio sino que tiene el consenso de la mayor parte de los deudores hipotecarios en las distintas operatorias del Banco Hipotecario.

Sabemos que el senador Capitanich va a incorporar modificaciones y, por supuesto, confiamos en que estas se concreten. Por eso estamos aquí dando los dos tercios tanto para la votación en general como en particular, en función de la respuesta que están esperando los deudores hipotecarios.

En consecuencia, desde la Unión Cívica Radical vamos a acompañar este proyecto de ley. Sr. Presidente (Pampuro). — Tiene la palabra el señor senador López Arias.

Sr. López Arias. — Señor presidente: me congratulo del trabajo tan serio que se hizo en la Cámara de Senadores para llegar a este proyecto que estamos debatiendo en este momento.

En realidad, este es un esquema que yo había planteado hace más de un año en un proyecto de ley en el cual sostenía que la única salida era establecer este sistema de audiencias de conciliación obligatoria y de participación, como parte legitimada, del fiduciario, con la determinación final de la deuda por parte del juez. Ese era el esquema que yo entendía como la única salida posible para esta situación que teníamos que tratar y que todos teníamos que resolver de la mejor forma.

Pero debo reconocer —nobleza obliga— que este despacho de comisión elaborado con el conjunto de los senadores mejora en mucho aquel proyecto que había presentado en su momento, ya que el artículo 6° fija pautas mucho más precisas de liquidación de la deuda y constituye un avance sustancial para la solución definitiva de esta cuestión.

Desde ya, señor presidente, he firmado el proyecto, también el dictamen de comisión. Por cierto que voy a dar mi voto positivo.

Pero voy a insistir en un tema que planteé ayer en la reunión de comisión: los plazos de pago del artículo 7°.

Originalmente, habíamos hablado de tener un único plazo de pago de 45 días, tanto para el que va a pagar con los fondos del fiduciario como para el que está en otro tipo de situación.

¿Por qué sosteníamos esto? Porque la idea es complementar esta ley con otras normas legales, que seguramente tendremos que dictar, para tratar de recuperar el carácter de sujeto de crédito de estos deudores, de manera que lleguemos a un final feliz en que no haya desalojos sino deudas refinanciadas en todos los casos. Este es el objetivo que estamos persiguiendo todos. Pero para eso se necesita un mayor plazo. No entiendo y no comparto esta discriminación de fijar 10 días a partir de la notificación para el pago, con la sola salvedad de extenderlo a 45 días en los casos en que haya que hacer los trámites para el fondo fiduciario. Creo que el plazo debe ser el mismo y debe ser lo suficientemente amplio como para que aquel que está en el Fondo Fiduciario pueda completar todos los trámites, y aquel que no lo está pueda renegociar y lograr el financiamiento para poder cumplir con el pago que se estable por esta liquidación judicial.

Con esta observación, que pido que en el momento de tratarse en particular se considere para ver si es posible acogerla, voy a votar a favor con el convencimiento de que estamos en el camino correcto para solucionar un problema que es trágico para muchísimas familias argentinas. Sr. Presidente (Pampuro). — Tiene la palabra el señor senador Rossi.

Sr. Rossi. — Señor presidente: trataré de ser breve. De cualquier modo, solicito que se llame para formar quórum, porque faltan varios senadores para lograrlo.

Quiero empezar con lo que termina de decir mi colega, el senador López Arias. Estamos hablando de la vivienda única, a la cual apostó muchísima gente, con un enorme esfuerzo y en base a la posibilidad que tenía de ingreso y de pago de la cuota.

La crisis, imputable a los gobernantes, a la realidad social y a lo que vivimos todos los argentinos en 2001, terminó con la ley de convertibilidad, que estaba garantizada absolutamente —sobre esa base ellos se comprometieron— y los dejó afuera del sistema.

No había forma, señor presidente, de que esta gente no cayera en mora porque la deuda estaba dolarizada y el sistema de convertibilidad llevó sus salarios a la mínima expresión. Es por esto que, cuando se sancionó la ley 25798, creímos que empezábamos a transitar la posibilidad de una solución para los deudores hipotecarios. Y el Fondo Fiduciario precisamente era una respuesta a esto.

La realidad la conocemos todos. Pareciera que la Justicia no sólo no compartió sino que no entendió el espíritu de la ley. Y los fallos declarándola inconstitucional no sólo se dieron en primera instancia, sino que después fueron ratificados por las cámaras. En este momento no se conoce cuál va a ser la posición de la Corte Suprema porque no ha habido resolución al respecto, aunque hace tiempo que tienen expedientes a sentencia. Es por esto que, cuando veíamos los fundamentos de la ley declarada inconstitucional por los jueces advertíamos, que permanentemente fundamentaban que el derecho de la propiedad que tenían los acreedores que lo aducían estaba siendo vulnerado a partir de esa norma. Y presentamos, señor presidente, un proyecto de ley, fruto de diversas conversaciones y del aporte no sólo desde la experiencia y realidad humana sino fundamentalmente desde la experiencia y capacitación profesional y legal de la Asociación de Deudores de la Argentina.

Por supuesto que nunca podremos dejar de reconocerles su protagonismo, persistencia, compromiso, respeto y firme decisión de trabajar y pelear por encontrar una solución definitiva al problema de los deudores hipotecarios.

En el proyecto en consideración entendimos que había que ampliar el plazo de mora porque en principio considerábamos a deudores desde el 2001, pero ese fue el año de la crisis o del quiebre y ya había deudores que, por lo menos, desde hacía un año no estaban en condiciones de pagar sus deudas por la desocupación y los costos de la economía argentina.

Hablamos de que esta herramienta no fuera únicamente para deudores con garantía hipotecaria porque había muchos que compraron su vivienda y, si bien es cierto que no tenían la garantía hipotecaria, estaban en condiciones de perder su vivienda única, con hipoteca escritural o sin ella.

Llegamos a la conclusión de que hacía falta un compromiso del Estado en el sentido de aportar sumas de dinero para compensar las diferencias establecidas por los jueces. Inclusive, con senadores del oficialismo se mencionaron montos. Aproximadamente, se trataría de 11 mil o 12 mil casos con un aporte del Estado que rondaría los 200 millones de pesos. Y nos parecía que, tratándose de la defensa de algo tan sublime como la vivienda única y familiar, consistía en un aporte y una presencia que el Estado no podía soslayar, más allá de que no fuera el actual gobierno el generador de las causas. Sin embargo, como continuidad jurídica, sí tuvo responsabilidad en hacer vivir a los argentinos lo que ya todos conocimos.

Hubo muchos intentos de modificar la ley; hubo prórroga de las emergencias y perfeccionamiento de ellas cuando se las reconocía pero, mientras tanto, los juicios seguían y, en muchos casos, terminaban en remates.

Hoy se trata una nueva norma que, fundamentalmente, tiende a avanzar sobre la intervención y la interpretación que obligadamente deben hacer los jueces ante la situación de los deudores hipotecarios.

Celebro que ayer, por encima de algunas diferencias que luego voy a puntualizar, se haya llegado a la posibilidad de que hoy se debata en el Senado de la Nación un instrumento que, ojalá, signifique una solución definitiva para el acuciante problema que hoy viven los deudores hipotecarios.

En el inciso a) del artículo 1° me hubiera gustado que el alcance llegara a las deudas ordinarias por las que, obviamente, también se puede perder la vivienda.

En el inciso e) me hubiera gustado que la mora como requisito para poder ingresar al sistema se ampliara al 1° de enero del 2000.

En el artículo 6° comparto el análisis que hizo el señor senador miembro informante y lo que consignara el senador Martínez.

Realmente, hay una definición muy fuerte en el sentido de que el juez, al momento de valorar la deuda, tiene la posibilidad de ingresar a su origen para ver si no hubo usura, analizar el monto de la actualización, etcétera. Y ojalá que todos los jueces del país interpreten el real alcance y finalidad del artículo para que, al momento de confeccionar la planilla, tengan en cuenta estos principios desde el comienzo efectivo del crédito.

— Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente del H. Senado de la Nación, senador Marcelo López Arias.

Sr. Rossi. — En el artículo 7° yo también comparto lo que decía usted, señor presidente, cuando hacía uso de la palabra: pareciera que hay como una discriminación entre quienes entraron al sistema del fondo fiduciario y quienes no lo hicieron. Decíamos ayer en comisión que el deudor va a tener la liquidación definitiva del juez cuando este la diga, y tener un plazo de diez días para abonar la totalidad de esa deuda era demasiado insuficiente, pensando que se trata de deudores con poca capacidad de pago; estamos hablando de deudores hipotecarios de vivienda única y familiar. Entonces, nos gustaba la idea de que este plazo pudiera llegar a 45 días para que, a partir de la fecha de liquidación, los deudores puedan tomarse el tiempo mínimo e indispensable para salir a conseguir el monto dinerario; inclusive, ayer la señora senadora Escudero planteó con mucha oportunidad que a la gente que está en los padrones de morosos y demás se le hace un poco más complicado que a cualquiera conseguir ese crédito.

También observábamos que para aquellos que entraron al fondo fiduciario en el texto de la redacción se habla de hasta 45 días. Esto faculta al juez para que tome como techo esos 45 días y no como un piso, por lo que nos parece importante sacarle esa posibilidad de discrecionalidad para que con esa misma redacción el juez pueda decir "tiene 48 horas, cinco o diez días". Y esto ha quedado redactado de la misma manera: ayer se habló de la posibilidad de que los asesores de los distintos senadores pudieran modificar esto, pero finalmente el proyecto se firmó sin modificación alguna.

A su vez, nos parecía importante que en este artículo 7° aquellos que han entrado al fondo fiduciario tuvieran realmente una cláusula expresa que estableciera que este tomaba a su cargo el pago de la liquidación determinada por el juez. Obviamente, ayer se interpretaba que la ley quiere decir eso y que es clara en ese sentido. Francamente, a mí no me parece tan clara. Pero ojalá que, dado que estamos trabajando sobre un dictamen que seguramente no va a recibir modificaciones, sea un error de interpretación de nuestra parte o una expresión de deseos demasiado ambiciosa, y que sean los jueces los que interpreten lo que el miembro informante de la mayoría expresara ayer, en el sentido de que cuando el juez hace la liquidación final, el fondo fiduciario tome a su cargo el pago total e integral de ese monto, de modo tal que no haya sorpresas ni diferencias a cargo del deudor demandado.

A todas luces, esta iniciativa es un avance. Es una luz de esperanza que se les enciende a los deudores hipotecarios.

Igualmente, celebro que ayer el señor senador Fernández se haya comprometido a trabajar a partir de la próxima semana sobre el otro abanico de problemas que quedan pendientes y que ojalá, con la solidaridad y con la comprensión comunitaria del Poder Judicial que va a aplicar esta ley, tengamos una solución según el espíritu que se le dio al artículo 6°. Y que si no lo entienden así los señores jueces tengamos la interpretación de la Corte Suprema de Justicia marcando una responsabilidad jurisprudencial para todos los miembros inferiores de la Justicia argentina en el sentido de aplicar una metodología de actualización que no supere el monto y el procedimiento que se fija en el artículo 6°.

Con estas observaciones y ambiciones que hubiéramos tenido para mejorar el proyecto en tratamiento, creo que estamos dando un paso importante hacia adelante y hacemos votos para que finalmente esto sirva para salvar las viviendas de los deudores hipotecarios y que, realmente, el Senado haya interpretado de la mejor manera esta realidad, brindando una solución importante a este problema.

Sr. Presidente (López Arias). — Tiene la palabra la señora senadora Escudero.

Sra. Escudero. — Señor presidente: he firmado el dictamen de comisión porque lo comparto en general; no obstante, tengo unas pocas disidencias que voy a plantear brevemente, pidiendo autorización para insertar el resto de mi discurso en el Diario de Sesiones.

He firmado favorablemente el dictamen porque coincido con el espíritu de la norma en consideración de avanzar en un criterio de determinación objetiva de la deuda, en que el juez dé prioridad al derecho a la vivienda y elimine condiciones que pudieron haber sido abusivas, como tasas usurarias, capitalización de intereses o doble cómputo del riesgo.

Es decir, el consenso se alcanza en la incorporación del artículo 6°, que establece el recálculo de las deudas. De esta forma, este Congreso hace una interpretación realista y le transmitimos al juez que en los casos concretos debe aplicar esa interpretación. Si el propio Estado provocó una emergencia a partir de la cual el deudor entró en mora y está en peligro de perder su vivienda familiar, no podrá el juez ampararse en las limitaciones del juicio ejecutivo para dejar de considerar aquellos factores que hagan a la legitimidad y a la justicia del monto de la deuda. Esta ley será de orden público y queda muy claro —ese es el mensaje al juez— que el juicio ordinario posterior llegará siempre tarde para el deudor que ha perdido su vivienda única y familiar.

Hace dos años que converso con los deudores hipotecarios y analizo la situación. Este Senado me dio la responsabilidad de representarlos en la comisión que se había formado en cumplimiento del artículo 23 de la ley que crea el Fondo Fiduciario, es decir, para los deudores preconvertibilidad. Entonces, queda claro que hay tres categorías de deudores hipotecarios. Los deudores hipotecarios preconvertibilidad, que no están en este proyecto; los deudores hipotecarios con acreedores privados, para quienes el ingreso al fondo fiduciarios era obligatorio si ellos así lo pedían, es decir, optativo para el deudor; y los deudores cuyos acreedores son las entidades financieras, cuyo ingreso al fondo fiduciario era optativo para las entidades financieras.

Con este proyecto damos solución a una categoría de deudores: aquellos deudores que tuvieron la suerte de ingresar al Fondo Fiduciario porque su acreedor era privado o porque la entidad financiera tuvo la generosidad de hacerlos ingresar.

Coincido con el recálculo que establece el artículo 6°. Pero no coincido con el artículo 12 porque creo que le quita fuerza a ese recálculo. Si nosotros le decimos al juez que esta es la cifra y esta es la forma en cómo debe calcular, decir por atrás que el deudor puede ofrecer un poco más me parece que le quita completamente fuerza a este recálculo que establece el artículo 6°.

Tampoco estoy de acuerdo con la audiencia de conciliación. Considero que es un gasto inútil que no va a tener absolutamente ningún efecto. Sin embargo, no voy a votar en contra porque, en definitiva, será un gasto para el Estado y para la Justicia, con lo cual el deudor hipotecario ganará más tiempo para lograr reunir los fondos necesarios para afrontar esta deuda.

Habría que aclarar un poco la cuestión de la participación del fiduciario en los procesos. El fiduciario debería estar presente en el recálculo de la deuda, porque en definitiva este fondo fiduciario es el que va a pagar la deuda recalculada. Entonces, debería estar controlando sin lugar a duda cómo se está calculando ese saldo que tendrá que asumir.

Ayer en la reunión de comisión hablamos del tema del plazo de pago del artículo 7°. En este sentido, creo que si esta norma se aplica a todos los deudores hipotecarios, a aquellos deudores hipotecarios que no ingresaron al fondo fiduciario les estarían dando diez días, una vez recalculada la deuda, para el pago, lo cual significaría que directamente los estamos enviando a remate una vez recalculada la deuda.

En el artículo 6° me parece que cuando decimos que queda expresamente prohibida la capitalización de intereses, deberíamos agregar: “tanto en el procedimiento de determinación de la deuda como luego de reestructurada la misma”, con lo cual estaríamos dejando claramente establecida cuál es la prohibición completa de la capitalización de intereses.

En el artículo 9° creo que deberíamos dejar establecido que la suspensión de ejecuciones se aplica también a los mutuos del artículo 23 de la Ley del Fondo Fiduciario, que son los preconvertibilidad; es decir que sigan suspendidas las ejecuciones hasta que este Congreso sancione la norma definitiva que resuelva la situación de los deudores preconvertibilidad.

En definitiva, voy a oponerme al artículo 12 por las razones que ya dije y voy a proponer la incorporación de dos normas: una, que se refiere a los deudores que no ingresaron al Fondo Fiduciario y, otra, relacionada a los deudores preconvertibilidad.

Con relación a los deudores que no ingresaron al Fondo Fiduciario, mi propuesta es la siguiente. “Las deudas que hubieren sido liquidadas mediante los procedimientos que fija esta ley que no hubieran ingresado al Fondo Fiduciario creado por la Ley 25798 podrán, a opción del deudor, ser refinanciadas por el Banco de la Nación Argentina en los términos dispuestos para créditos hipotecarios de esa institución al momento de la refinanciación, en virtud de la Ley 26158. A los efectos de estas refinanciaciones no serán de aplicación los requisitos establecidos en el artículo 3 ° de esa norma sino que bastarán los requisitos incluidos en el artículo 1º de la presente ley.”

Es decir, si estamos hablando de deudores elegibles que no ingresaron al Fondo Fiduciario no podemos soltarles la mano. Tenemos que buscar la forma de que ellos puedan refinanciar la deuda recalculada por el juez, de acuerdo con el procedimiento que aprobamos en el artículo 6º.

Voy a insertar junto con mi discurso esta carpeta, que es el listado de los deudores hipotecarios, de sus causas judiciales, que durante dos años he tenido que atender. Esta es gente, con nombre y apellido, con caras, familias enteras que me han transmitido su sufrimiento, que me han hecho saber las razones por las cuales cayeron en mora y que me han informado su situación actual. Si no pudieron pagar la cuota, ¿cómo se nos ocurre que van a poder pagar, en diez días, el monto total de la deuda recalculada por el juez?

Entonces, me parece que aquí está faltando la manera de ver cómo vamos a solucionar la refinanciación de esas deudas que no ingresaron al Fondo Fiduciario porque las entidades financieras no quisieron que esos deudores ingresen a dicho Fondo.

El otro artículo que voy a plantear como artículo nuevo dice: “Queda expresamente prohibido el ingreso de créditos comprendidos en el artículo 23 de la Ley 25798 [son los preconvertibilidad] en el Fondo Fiduciario creado por dicha ley, hasta tanto quede determinado el saldo adeudado, conforme lo dispuesto en esa norma. Continúan suspendidos por el mismo lapso todos los procedimientos judiciales o extrajudiciales que afecten las viviendas asociadas a dichos créditos.”

¿Por qué digo esto? Porque me han comentado que el Banco Hipotecario estaría ingresando al Fondo Fiduciario créditos preconvertibilidad.

Esas deudas de los créditos preconvertibilidad están absolutamente sobrevaluadas. Estaríamos estatizando, es decir, haciendo que todos los argentinos paguemos créditos que son absolutamente distorsionados y sobrevaluados. Hay deudores hipotecarios que ya han pagado tres veces el valor real actual de la vivienda y todavía tendrían que pagar veinte años más, conforme los cálculos que hace el Banco Hipotecario.

Por esa razón, sostengo que hace falta una norma específica para los deudores preconvertibilidad, que es en lo que la Comisión quedó en trabajar la semana próxima, y una solución también de carácter financiero para aquellos deudores hipotecarios que no lograron ingresar al Fondo Fiduciario.

Sr. Presidente (López Arias). — En la Casa hay cuarenta y un señores senadores. Por favor, hagan el esfuerzo de citarlos, a efectos de alcanzar el quórum y votar esta iniciativa.

Tiene la palabra la señora senadora Negre de Alonso.

Sra. Negre de Alonso. — Señor presidente: voy a ser sumamente breve, pero creo que hay algunas cuestiones que habría que dejar sentadas en la versión taquigráfica. En realidad, allá por el 6 de enero de 2002, cuando debatimos la Ley 25561, no pasaba por la mente de quienes estuvimos presentes que podía darse esta sucesión de inconstitucionalidades en semejante estado del país. No importa si fue uno u otro, lo que no se nos podía ocurrir es que los jueces no advirtieran la situación y declararan la inconstitucionalidad de estas leyes.

Es por eso que quiero dejar sentadas algunas cuestiones: en primer lugar, que la ley que estamos dictando es constitucional, porque la Corte la ha habilitado con un fallo expreso diciendo que el Congreso de la Nación está facultado para dictar leyes aclaratorias o interpretativas de otras anteriores con el objeto de despejar dudas sobre conceptos oscuros, equívocos o dudosos, frente a la existencia de interpretaciones judiciales contradictorias o aun existiendo ya pronunciamiento de la Corte en sentido contrario a lo establecido en la ley aclaratoria. Esto es quedó plasmado en autos "Chicorio Adela Rosa y Otros c/ Caja de Subsidios Familiares para el Personal de la Industria", de fecha 30 de junio de 1987.

¿Por qué digo esto? Dado que en los métodos interpretativos está el espíritu del legislador, quiero destacar que el espíritu del legislador al sancionar la norma es el de dar carácter aclaratorio a la luz de la doctrina de la Corte. Y lo digo expresamente, para que los señores jueces que vayan a tener que interpretar la norma que estamos sancionando lo hagan teniendo esto en cuenta. De lo contrario, después dicen que no manifestamos que era de orden público, que no estaba dentro de la emergencia, etcétera.

La última cuestión que quiero plantear es que me parece que el artículo 6° es troncal por dos cuestiones. Primero, porque es lo que desde un principio nos venían planteando los deudores. Me acuerdo que el ex senador Baglini en las reuniones de comisión planteaba investigar la deuda. Por lo tanto, acá no se trata sólo de reestructurar sino que el juez tiene la obligación de investigar la deuda. De hecho, cuando hablamos de anatocismo, de lesión o de usura nos estamos refiriendo a una investigación; no es simplemente un recálculo. Y esto lo tenemos que dejar bien en claro para que los abogados de los deudores hagan el planteo pertinente frente a la sentencia que debe dictar el juez.

Yo comparto con la señora senadora Escudero el hecho de que ningún acreedor va a permitir que le investiguen la deuda y se la recalculen de mutuo acuerdo. Pero cuando el juez lleve a cabo esta tarea no tiene simplemente que recalcular sino que primero debe investigar desde la mora, para ver si ha ocurrido alguna de las situaciones previstas y después recién recalcular la deuda.

Quiero decir que esto también tiene un fundamento constitucional. En el constitucionalismo moderno se llama el bien común; el Estado y el bien común. Hay un libro de un constitucionalista moderno, Alfonso Santiago, que plantea muy bien el tema, vinculándolo con los pactos sobre derechos humanos y desde el punto de vista de la solidaridad, de la seguridad, etcétera.

En consecuencia, a los efectos de valorar ese artículo 6° yo creo que finalmente los jueces que hagan bien la tarea, en aquellos casos en que hubo abuso de parte del acreedor, indicará una deuda con un monto menor. Estoy convencida de que va a dar un monto menor, porque si los deudores han estado planteando desde el principio "Investiguen, investiguen, investiguen" es porque indudablemente han habido abusos en este tipo de créditos.

Entonces, la base del proyecto de ley es el criterio de la Corte Suprema como norma aclaratoria, el replanteo e investigación de la conformación de la deuda desde la mora y, después de la investigación de la deuda, el recálculo.

Sr. Presidente (López Arias). — Estamos viendo el tablero y hay senadores en la casa a los cuales estamos haciendo llamar.

Tiene la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: mi discurso será tan flexible como el quórum que obtengamos. Hablaré más o menos de acuerdo al quórum.

Sr. Presidente (López Arias). — Quiero hacer una aclaración reglamentaria. Si bien en el Reglamento del Senado la Presidencia no tiene facultad de pasar a cuarto intermedio sin la votación del cuerpo, este debate vale perfectamente. Aun cuando no podamos llegar a votar y se levante la sesión, la próxima reunión la podríamos iniciar directamente votando el tema, porque reglamentariamente este debate vale.

Continúa en el uso de la palabra, el señor senador Capitanich. Vamos a hacer el esfuerzo para obtener quórum.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: quisiera apelar a la responsabilidad de nuestros compañeros senadores por una razón muy sencilla: esta es una cuestión de alta sensibilidad que ha generado un profundo debate y un trabajo minucioso y pormenorizado por parte de muchos miembros de esta Cámara como de la de Diputados.

Por lo tanto, quiero remarcar tres cuestiones. Aquí tenemos problemas y restricciones. Los problemas tienen que ver con deudores hipotecarios y acreedores privados; deudores hipotecarios de entidades financieras; y deudores hipotecarios preconvertibilidad. En ese sentido, nos abocamos a trabajar por partes.

Respecto del tema de los deudores hipotecarios y los acreedores privados, identificamos esta solución de carácter estructural en el marco de una restricción. Es decir, no teníamos posibilidad de obtener financiamiento para un sistema compensatorio en virtud del desequilibrio que generaría la compensación respecto del tratamiento igualitario de otros deudores.

En este contexto, nos pusimos de acuerdo en cinco temas claves: el primero es la necesidad de articular una norma aclaratoria interpretativa y de carácter retroactivo en el marco de la ley de orden público. En ese sentido, hemos redactado este principio fundante, del mismo modo que establecimos los mecanismos de audiencia de conciliación con un plazo determinado y la facultad del juez de establecer un recálculo. Además, establecimos la posibilidad de suspender la vigencia del Capítulo V de la Ley 24441, de subasta judicial y extrajudicial. Y, por último, los temas que ya habíamos mencionado.

Al respecto, quisiera transmitir una idea extremadamente importante. El principio rector que hemos identificado es el de tratar de especificar que el deudor hipotecario que pretendemos proteger, es aquel de vivienda única, de ocupación permanente y familiar de menos de 100 mil pesos o 100 mil dólares, que era la ley madre de la Ley 25561.

Y, además, fijamos un mecanismo de equilibrio entre dos principios rectores, consistentes en la aplicación del artículo 14 bis —derecho a la vivienda— y el artículo 17 —derecho a la propiedad— de la Constitución Nacional. Obviamente, se trata de una búsqueda de equilibrio en la determinación específica de principios que la ley establece a los efectos de evitar anatocismo, capitalización de intereses, abuso de derecho, etcétera.

En este contexto, a través el artículo 6°, hemos logrado brindar una coherencia desde el punto de vista normativo, a los efectos de garantizar que la Ley 25561, en su artículo 11, con la reforma subsiguiente del artículo 3º de la Ley 25820, en el marco del artículo 8° del Decreto 214/02 y también en el marco del artículo 4 de la Ley 25713, estaríamos en condiciones de...

Sr. Presidente (López Arias). — Señor senador Capitanich, le comento que tenemos quórum. Sintetice por favor.

Sr. Capitanich. — Por lo tanto, aceptamos que en el primer párrafo de artículo 7T en vez de decir diez días, se establezca por cuarenta y cinco días y en caso de que el pago sea realizado a pedido del deudor, a raíz del consenso que hemos tenido con el bloque de la Unión Cívica Radical.

Por lo tanto, propongo que con estas modificaciones votemos en general y en particular en una sola votación y se autoricen las inserciones correspondientes.

Sr. Presidente (López Arias). — Primero, vamos a votar las inserciones.

En consideración las inserciones solicitadas.

Si no se hace uso de la palabra, se va votar.

· Se practica la votación.

Sr. Presidente (López Arias). — Aprobado.

Si hay asentimiento, se va a votar el proyecto de ley con las modificaciones propuestas, que son las únicas aceptadas por la Comisión, en una sola votación, en general y en particular.

· Asentimiento.

Sr. Presidente (López Arias). — Hay asentimiento.

Sra. Escudero. — Pido la palabra.

Sr. Presidente (López Arias).— Tiene la palabra la señora senadora Escudero.

Sra. Escudero.— Dejo constancia de mi voto negativo sólo para el artículo 12. El resto del articulado lo votaré positivamente.

Sr. Presidente (López Arias).— Con estas aclaraciones y con las modificaciones aceptadas por la Comisión, se procede a votar en general y en particular en una sola votación.

· Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registran 37 votos por la afirmativa. Unanimidad, con la excepción manifestada por la señora senadora Escudero.

· El resultado de la votación surge del Acta N° ...

Sr. Presidente (López Arias). — Queda sancionado el proyecto de ley.  Se comunicará a la Honorable Cámara de Diputados.
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